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Panamá, 6 de diciembre de 2024
c-273-24

Licenciada
Yajaira P¡ttí Atencio
Directora General del

lnstituto Nacional de Formación Profesional y

Capacitación para el Desarrollo Humano (INADEH)

Ciudad.

Ref.: Viabilidad de pago de los riesgos profesionales que se ordenan pagar a la

instructora Diva Guerra por medio de la resolución de la CSS No.DEMPE-RP-671-

2023.

Señora Directora General:

Me dirijo a usted en ocasión a dar respuesta a su Nota DG-N'943-2024, reciblda en este

Despacho el 21 de noviembre de 2024, mediante la cual consulta a esta Procuraduría, sobre

el procedimiento a seguir para realizar el pago de la incapacidad generada por una

instructora contratada por el INADEH, a quien la Caja de Seguro Social negó la cobertura por

riesgos profesionales, señalando a la institución a su cargo que debía satisfacer el pago del

subsidio por incapacidad temporal; siendo que la Oficina de Fiscalización de la Contraloría

General de la República, objetó dicho pago, por estimar que al estar la aludida facilitadora

vinculada al INADEH mediante contrato por servic¡os profesionales, no ex¡ste una relación

obrero-patrona l.

Sobre el tema objeto de su consulta, es la opin¡ón de esta Procuraduría que, en virtud de lo

dispuesto en el numeral 2 del artículo 280 de la Constitución Política de la República de

Panamá y, en concordancia con dicho precepto const¡tuc¡onal, lo prev¡sto en los artículos 1;

numeral 2 del artículo 11; literal "ch" del artículo 55 y el artículo 77 de la Ley N."32 de 1984,

es función privativa de la Contraloría General de la República fiscalizar, regular y vigilar,

mediante el control previo o posterior, todos los actos de manejo de fondos y otros bienes
públicos, a fin de que se realicen con corrección, según lo establecido en la Ley.

De allíque, en atenc¡ón al contenido del artículo 2 y el numeral 1 del artículo 6 de la Ley 38

de 31 de julio de 2000, que disponen que las actuaciones de la Procuraduría de la

Administración se extienden al ámbito jurídico administrativo el Estado, excluyendo las

funciones jurisdiccionales, legislativas y, en general, las competencias que tengan otros
organismos oficiales, no le es dable a esta Procuraduría pronunciarse sobre la viobilidad
jurídico del pogo del subsidio por incopoc¡dod temporol, en el caso específico al cual se refiere
su consulta; atribución que al tenor del artículo 77 de la Ley N.'32 de 1984, está reservada
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única y exclusivamente a la Contraloría General de la República, previa rns,stencio en el pogo
por la entidad pública respectiva, supuesto en el cual, la Contraloria tendrá la opción de

acceder a lo pedido o b¡en sol¡c¡tar a la Sala Tercera de lo Contencioso-Ad m in istrativo de la
Corte Suprema de lusticla que emita un pron uncia m iento.

Como cuestión prev¡a a la respuesta que nos corresponde ofrecer a su consulta, es

pertinente anotar que mediante la Nota N'C-088-15, de 4 de septiembre de 2015, dirigida al

Contralor General de la República, la ProcuradurÍa de la Administración emitió su op¡nión

sobre la obligación legal de las entidades públicas de verificar que las personas que le br¡ndan

servicios profesioroles estén afiliadas a la Caja de Seguro Social, y de no estarlo, proceder a

realizar la afiliación correspond¡ente. En lo medular, dicho pronunciamiento sostiene lo

sigu iente:

"En atención al temo de su consulto, esta Procurodurio

considero que le corresponde ol Estodo, en su condición de

entidod controtonte (potrono) osum¡r lo pr¡mo

correspond¡ente ol seguro obligotorio de riesgos profesionoles

contemplodo en el Decreto de Gabinete 68 de 31 de morzo de

7970 y sus reqlamentos, conforme o lo previsto en el ortículo 8
y el acápite "o" del artículo 47 de dicho excerpto legol, en

concordoncio con el ortículo 84 de lo Ley 51 de 2005, orgánico
de lo Coja de Seguro Sociol.."

"El aftículo 84 de la Ley 51 de 2005, estoblece como un deber
del Estodo lo ofiliación o dicho entidod de los personos,

nocionales o extronjeros, que controte bojo lo modolidod de

serv¡cios profesionales en lo medido que desempeñen

funciones iguoles o similores a los que figuren en lo estructuro
de corgos de lo respect¡vo ¡nstitución, osí:

Esto ofil¡ación le permite ol ¡nstructor tener lo colidod de
"osegurado", generándole el derecho a recibir los servicios
ofrecidos por lo Caja de Seguro Sociol, de ocuerdo con lo Ley

Orgánica de la Cojo de Seguro Sociol y sus reglomentos."

L Consideraciones iurídicas de la Procuraduría de la Administración.

A lo anotado cabe agregar que, mediante la nota C-077-19 de 8 de agosto de 2019, dirigida

al Secretario General del Sindicato de Trabajadores del lnstituto de Formación y Capacitación
para el Desarrollo Humano (INADEH), esta Procuraduría también se pronunció sobre la

situación de los instructores del INADEH con relación a la Ley de Carrera Administrativa y los

beneficios que ofrece la Caja de Seguro Social, señalando en esa oportunidad, Io siguiente:

(..)



Precisado lo anterior, resulta oportuno traer a colación lo dispuesto en los artículos 1;

numeral 2 del artículo 11; acáp¡te "ch" del artículo 55 y el artículo 77 de la Ley N.' 32 de 8 de

noviembre de 1984, "Por la cual se adopta la Ley Orgánica de la Contraloría General de la
República", como quedó modificada por la Ley N.'67 de 14 de noviembre de 2008, cuyo texto
es el s¡guiente:

"Artículo 1. La Contraloría General de la República es un

organismo estatal independiente, de carácter técn¡co, cuya

misión es fiscalizar, regular y controlar los movimientos de los

fondos y bienes públicos, y examinar, intervenir y fenecer las

cuentas relativas a estos.

La Contraloría llevará, además, la contabilidad pública

nacional, prescribirá los métodos y sistemas de contabilidad
de las dependencias públicas y dirigirá y formará la estadística
nacional."l

"Artículo 11. Para el cumplimiento de su misión, la Contraloría
General ejercerá las siguientes atribuciones:
(...)

2. tiscalizará, regulará y controlará todos los actos de manejo
de fondos y otros b¡enes públicos, a fin de que tales actos se

realicen con corrección y según lo establecido en las normas
jurídicas respectivas.

La Contraloría determinará los casos en que ejercerá tanto el

control previo como el posterior sobre los actos de manejo, al

igual que aquellos en que sólo ejercerá este último. Esta

determinación se hará mediante resolución escrita que

expedirá el Contralor General.

t..., .

'Artfculo 55. El Contralor General de la República es el jefe
super¡or de la institución y responsable de la marcha de ésta,

conjuntamente con el Sub-Contralor General. Son

atr¡buc¡ones del Contralor General, además de las que le

asignan la Constitución y otras d¡sposic¡ones especiales, las

s¡guientes:
(..., ,

"Artículo 77. La Contraloría improbará toda orden de pago
contra un tesoro público y los actos administrat¡vos que
afecten un patrimonio pú blico, s¡empre que se funde en

I Mod¡ficado por el artículo 88 de la Ley N. "67 de 14 de noviembre de 2008, "Que desarrolla la Jurisdicción de
Cuentas y reforma la Ley 32 de 1984, Orgánica de la Contraloría General de la República." (G.O.26169 de 20 de
noviembre de 2008).
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razones de orden legal o elenóInico que ameriten tal medida.
En caso de que el funcionario u organ¡smo que emitió la orden
de pago o el acto administrativo insista en el cumplimiento de
aquélla o de éste, la Contraloría deberá cumplirlos o, en caso

contrario, pedir a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la

Corte Suprema de Justicia que se pronuncie sobre la viabilidad
jurídica del pago o del cumplimiento del acto.

No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el funcionario u

organ¡smo encargado de emit¡r el acto, una vez improbado
éste por la Contraloría, puede también someter la situación
planteada al conoc¡m¡ento del Consejo de Gabinete, de la

Junta Directiva, Com¡té Directivo, Consejo Ejecut¡vo,
Patronato o cualquiera otra corporación administrativa que,

según el caso, ejerza la máxima autoridad administrativa en la
¡nst¡tución, a efecto de que ésta decida si se debe insistir o no
en la emisión del acto o en el cumplimiento de la orden,

En caso de que dicha corporación decida que el acto debe
em¡tirse o que la orden debe cumplirse, la Contraloría deberá
refrendarlo, pero cualquier responsabilidad de(sic) que del

mismo se derive recaerá, de manera conjunta y solidaria,
sobre los miembros de ella que votaron af¡rmat¡vamente. En

caso de que la decisión sea negativa, el funcionario u

organismo que em¡t¡ó el acto o libró la orden se abstendrá de
ins¡stir en el refrendo."(Resaltado y subraya del Despacho).

Lo anterior, s¡n perju¡cio de que, en conformidad con el artículo 77 de la Ley N. "32 de 1984,
si el funcionfo u organ¡smo que em¡t¡ó la orden de pago o acto administra tivo, insiste en
su cumplimiento , la Con traloría tenga la opción de acceder a lo pedido o bien solic¡tar a la
Sala Tercera de lo Contencioso-Ad m in istrativo de la Corte Suprema de Just¡c¡a que emita un
pronunciam¡ento sobre la viabilidad jurídica del pago o cumplimiento del acto.

AsÍ, Io ha señalado la jur¡sprudenc¡a de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en
sentencia de 14 de sept¡embre de 1994, citada a su vez en sentencia de 16 de diciembre de
2019, y que en su parte medular señala lo siguiente:

Como es posible advertir, a Ia luz de las disposiciones jurídicas citadas, es función privativa
de la Contraloría General de la República f¡scal¡zar, regular y vig¡lar, mediante el control
previo o posterior, todos los actos de manejo de fondos y otros bienes públicos, a fin de que
se realicen con corrección, según lo establecido en la Ley; por lo que es claro a juicio de este
Despacho que solamente la Contraloría General de la República puede pronunciarse, en
sede administrativa, sobre si procede o no el refrendo del cheque por el cual se efectúa el
pago del subsidio por incapacidad temporal al cual se refiere su consulta.
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"Conforme o lo normo oduc¡do, lo Contralorio puede ¡mprobor
cualquier orden de pogo que se gire en contro de un Tesoro

Público, invocondo rozones de orden legol o económico, y onte
tol improboción, el funcionar¡o o instituc¡ón interesodo puede

¡ns¡st¡r en que el pogo se reolice, en cuyo coso la Contralorío
tiene lo opción de cumplir con el pogo o sol¡c¡tor o lo sola
Tercero se pronuncie sobre su viabilidod juridica, siendo
entonces este Tr¡bunal quien determ¡nará si el pago o acto
a d m i ni strotivo efectivo me nte debe cu mpl i rse.

En este punto debemos señolar, que no existe dentro del
cuoderno contentivo de lo petición de pronunciomiento sobre
lo viabilidad de pogo de Titulos Prestoc¡onoles, documento
olguno en que conste la insistencio por porte del Minister¡o de
solud de que el pago en cuestión debio efectuorse.

Así lo destaco tombién lo señoro Procurodora de lo
Administroción Suplente, cuondo en lo Visto Fiscol No,397 de 6
de septiembre de L994 esbozó los siguientes rozonomientos:

...se infiere que, para que procedo uno consulta o lo Corte sobre
viobilidod de pogo, es menester que elfuncionorio u orgon¡smo
que pretenda comprameter o ofector un patrimonio público,
vío orden de pogo o octo odm¡nistrotivo, insisto en el
cumpl¡miento de aquella o de éste.

Luego entonces, es un prerrequisito el octo odmin¡strotivo de
insistencio, osí como el acto odministrotivo proveniente de la
Contralo a Generol de lo Repúblico, de desaproboción delpago
requerido.

En tal virtud, como quiera que en lo formoción de lo presente
acción, no se especificó cuál es el octo odmin¡strativo que

cont¡ene lo ¡ns¡stencio en el pogo cuyo viobilidod se consulto;
nos encontromos onte uno solic¡tud que ha incumpl¡do

formolmente, los requerimientos poro su odmisión y poro su
d i I uc idoc ió n" ( Re sa ltodo de I De s po ch o ).

Por lo tanto, este Despacho es del criterio que, en virtud de lo dispuesto en el numeral 2 del
artículo 280 de la Constitución Política y, en concordancia con d¡cho precepto constitucional,
lo prev¡sto en los artículos 1; numeral 2 del artículo 11; literal "ch" del artículo 55 y el artÍculo
77 dela Ley N."32 de 1984, es función privativa de Ia Contraloría General de la República
fiscalizar, regular y vigilar, med¡ante el control previo o posterior, todos los actos de manejo



Nota: C-273-24
Pág.6

de fondos y otros b¡enes públicos, a fin de que se real¡cen con corrección, según lo
establecido en la Ley.

De allí que, en atenc¡ón al contenido del artículo 2 y el numeral 1 del artículo 6 de la Ley 38
de 31 de julio de 2000, que disponen que las actuaciones de la procuraduría de la

Admin¡stración se ext¡enden al ámbito jurídico administrativo el Estado, excluyendo las
funciones jurisdiccionales, legislativas y, en general, las competencias que tengan otros
organfsmos oficiales, no le es dable a esta Procuraduría pronunciarse sobre la viobitidod
jurídico de pogar o uno ¡nstructoro el subsidio por incopocidad temporal, en cumplimíento de
una Resolución dictodo por lo Caja de Seguro Sociol, que le niego dicho cobertura; atribución
que al tenor del artículo 77 de la Ley N."32 de 1984, está reservada a la Contraloría General
de la República, previa insistencio en el pogo por Ia entidad pública respectiva; supuesto en
el cual, la Contraloría tendrá la opción de acceder a lo pedido o bien solicitar a la Sala Tercera
de lo Contencioso-Ad m inistrativo de la Corte Suprema de Justicia que emita un
pron u nc¡a m iento-

Atentamente,

Procu rador de la
tgo Gonzál ez

Admrnrs
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